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SENTI'NCIA IN'I'ERLOCUTORIA DEL TRIBUNÁL CONSTITUCIONAL

Lima. 15 de octl¡bre dc 2018

.,\SUNTO

Rccurso dc agravio constitucional interpuesto por doña Celia Mc.jia Sánchcz y don
ttiginio Villar I{ivera coDtm la resolució¡ dc fojas 86, de 3l dc mayo dc 2018, cxpcdida
por la Sala I'cnal de Apelaciones Pe¡ma¡entc Espccializada cn Dclitos dc Conlpción dc

liuncionados de la Coftc Supcrior dc Justicia de Huánuco que declaró improcedente la
dcmanda dc ,aóe.¡s aorprl.t dc autos-

Dn la sc¡tencia cmitida c¡ cl Expcdicntc 00987-2014-PA/TC, publicada cn c1

diario oficial El PetLtana el 29 de agosto de 2014, este T¡ibunal estableció, en el
fundamcnto 49, con c¿rácter de p¡ecedente, que se expedirá sentcncia
inlorlocuto a denegaloria, dictada sin más trámite, cüa¡do se presente alguno de

los sigl¡icntcs sr¡pucstos, que igualmente cstán contenjdos e¡ el a¡1ículo ll del
cnto Normatrvo del Tribunal CoDstitucional

Carezca de fundamentación la supuesta vul¡eració¡1que se invoque.
I-a cucstión dc Dcrccho contcnida cn el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constituciona¡.
Sc haya dccidido dc mancra dcscstimatoria en casos sustancialme¡te igr¡ales.d)

lln cslc caso, los recure¡tes cllestionan la seDte¡ci¿, Resolución ¿1, de 22 dc
scticmbrc dc 2016, quc los condcnó por cl dclito de tráñco ilícilo de drogas en la
r¡odalidarl clc prolnoción y favorccimicnto al consumo ilegal dc drogas mediante
aclos dc lráfico (llxpedieDte 952 2015-49-1201-JR PE 0l). Al respccto, alcgan
que aceptaron su responsabilidad y se acogieron a Ia conclusión anticipada del
proceso por lo que les corespondia una pena privativa de la libertad de seis años
y seis meses y no los r)cho años y diez meses que se lcs impuso.

Sin cmbargo, esla Sala del 1'ribunal Constitucional aprecia quc los recur¡entes
dcjaroo consclrtjr la cuestjo¡ada sentencia condenatoria, toda vez quc no
rntcrpusicron rccurso de apelación. Es dcci¡, antcs de recul1ir ante la judicatura
constillrcion¿I, no se agotaron los recursos intemos previstos en cl proccso pcnal a
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fin de revertir los efectos de la citada resolución que afectaria el de¡echo a la
libeñad personai matetta de Lúleld del habeas corplts-

De otro lado, cabr: señalar que la determinación de Ia pena impuesta conforme con
los límites mínimos y máximos establecidos en el Código Penal, cs un asunto
propio de la justicia ordinaria, toda vez que para su determinación se requiere el
análisis de las pruebas que sustentan la responsabilidad del sentenciado.

En consecuencia, se verifica que cl presente recurso de agravio ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b.) del fundamento 49 dc la scntcncia
emjtida en cl Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del arlículo l1 del
Reglame¡to Normativo del Tribulal Constitucionai. Por esfa mzón, conesponde
declarar. sin t]1ás lrámite, improcedente e1 recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que lc confiere la
Constitución Política del Perú, y la participación del magisfrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Fcrrero Costa,
Adernás, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

IiESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional po¡que la cuestión de
Dcrccho conlenida en el recurso carcce de cspccial trascendencia constitucio¡al.

Publíquese y notifiquese
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero

necesano señalar lo siguiente:

l. Aquí ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agmvio constitucional no

encuentra respaldo en el contenido constitucionalmente protegido de los derechos

invocados por la parte demandante. Siendo así, se verifica que se ha ilcurido en la

caüsal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de Ia sentencia emitida
en el Expediente 00987-2014-Pd/TC y en el inciso b) del articulo 11 del
Reglamento Normativo del Tribu¡al Constitucio¡al.

2. Aho.a bien, encuentro que la ¡edacción del proyecto no es lo suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aqui la cuestión de Derecho planteada carece

de especial trascendencja constitucional, conforme las pautas establecidas por este

T¡ibunal.

3. En efecto. tal como ha desa¡rollado este Tribunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emitir uria sentencia interlocutoria, luego de hacer
mención a las causales de improcedencia liminar recogidas en el fundamento 49 de
"Vásquez Romero", correspondc referirse en forma clara, ordenada y detallada a la

causal especíñca en la cual habria incurrido el recurso planteado, asi como cumplir
con explicar cuáles son los alcances de la causal utilizada.

4. De este modo, la exposición de las razones por las cuales el recuNo incuIle cn una
causal deteminada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orden lógico a los argxmentos que fundamcntaD lo resuelto en el caso.

Dichas cualidades son las que se espeaa que tenga una decisión tomada por este

Tribu¡al, eIl tanto se hata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan
relevante como lo cs la tutela de de¡echos fundamentales.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con cl mayor respeto por la Foncncia
de mi colega magistrado, emito el presente voto sil,lgu]ar, para exp¡esar respetuosatnente
que disiento del precedente vinculante establecido en Ia Sentencia 0098'l -2014-PNTC.
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, po¡ los fundamentos que a
continuación expongo:

EL TRIBUNAL CoNSTrrucIoNAL coMo coRTE DE REvrsróN o FALLo y N(l t)rl
CASACIóN

La Constitución de 1979 crcó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instaDcia de casación y la Constitución de 1993 conviftió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Comtitución del 79, por primera vez eÍ nuestra historia
constitucional, dispuso la c.eaciór de un órgano ar./,ioc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional ), la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamcntal de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo cl teritorio nacional para conocer, en.ría de casac¡ón, delos habea:t corpus
y amparos denegados por el Pode¡ Judicial, io que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para fallar en forma definitivá sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como alnenaza o lesión a los
derechos reconociJus en IJ Conslilución.

EXP. N.o 02422-20 I 8- PHC/TC
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3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgrínica del T¡ibunal de Garantías
Constitucionales, vigente en cse momento, estableció, en sus afiículos 42 a146, que
dicho órgano, al cnco[trar una rcsolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
apiicado en forma erada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar Ia deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de Ia
Rcpública (reenvío) para quc emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
proccdimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modclo de lutela ante arnenazas v vulneración de derechos f'ue seriamcnte
modiñcado en la Constitución de 1993. En primcr lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabcr, habeas corpus, añparo, habeas data
y acción de cumplimiento. En scgundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad. aun cuando la Constitución lo
caiillca erróneamente como "órgano de control de la Constitución,,. No obstanle, en
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matcria dc proccsos corstitucionales de la libertad, la Constitución establece que cl
Tribunal Constitucional es insl¿urcia de revisión o fallo.

5. Cabc señalar que la Constitución Politica del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe <¡ue corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
deJinítiva instancid, las lesoluciones denegatorias dicfadas e los procesos de
habeas corpu,r, dmparo, hdbeas data y acción de cümplifi¡ento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de ñanca tutela de los de¡echos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura divcrsa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (aftículo 1), y "l.t observancia del debido proceso y tutela
iurisdicc¡onal- Ninguna persona puede ser desyiada cle la jurísdicción
predeterminada por la ley, ni sometidd a procedüfiiento dístínto de los pt eviamente
estdblecidos, ni juzgada por órganos jurisd¡ccioúales de excepción ni pur
comis¡okes especiales creadds al efecto cualqu¡era sea su denominación,',
consagrada en el adícr¡lo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tic¡e lugar por la via del certiorari
(Suprcma Corte de los Estados Unidos), en el Peú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitucjón capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesió¡ dc un derecho fundamental. se
debe abrir la via corespondiente para que el Tribunal Constitucio¡al pueda
pronunciarse. Pero la apcrtua de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colabora¡ con Ios jueces constitucionales mediánte un pormenorizado
análi.i5 de lo que sc prerende. dc lo qLre se inroca.

7. Lo constitucional es escucha¡ a la parte como concretización de su derecho
ir¡enunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos l'undamentales frente a los podcres
públicos y privados, lo cual evide¡cia el triunfo de la justicia ftente a la
arbitrariedad.

EL DERECHo A s[R oiDo coMo MANTFESTACTóN DE LA DEMocRATrz,\cróN rr[ Los
PRocESos CoNSTrrIICIoñ_ar,Es DE L.\ LtBLRt aD

8. La administ¡ación de justicia conslilucional de la libertad que brinda el fribu¡ai
Constitucional, desde su creacjón, es respetuosa! como coresponde, del derecho de
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delénsa inherente a toda persona, cuya manil¡stación primaria es el derecho a se¡
oído con todas las debidas garantías al interior dc cualquier proceso en el cual se
dcrcrminen sus derechos. inlere.es y obligaciones.

9. Prccisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una ¡esolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defcnsa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe rcgir en todo proceso constitucional.

10. Sobrc la intervención dc las pades, coresponde señalar que, en tanto que Ia
potestad de administ¡ar justicia constituye una manifestació[ del poder quc el
Estado ostenta sobre las personas, su ejc¡cicio resulta constitucional cua¡do se
brinda con estricto ¡espeto de los derechos inherentes a todo s(]r humano, lo que
incluye el derecho a ser oido con las debidas garantías.

11. Cabc añadir que la participación directa de las paÍes, en defensa de süs interescs,
que se concede en la audiencia de vista, también co¡tstituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés dc
una pe$ona sin permitirle alcgar 1() correspondiente a su favo¡, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el debcr
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que iustiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En cse sentido, la Corte Interamericana de Derechos Ilumanos ha establecido que el
derecho de defensa "obl¡gd al EsÍado a tratar al índiriduo en todo momento como
un verdddero sujeto del ploceso, en el ncis anplio.tentido de e.\te conccpto, y no
s¡mplemenfe como objeto del mismo"t, y que "para Llu! e\i¡ta Jebil,' proceso legal
es pfeciso que un jusficiable puedd hacenaler sus clercchos y defendet sus
in¡ereset cn^ló¡ma e{eL-tivo y efi condiciones de ígualdad ploceltal con otros
iuttrciahl¿t"'

I Co¡te IDH. Caso Baüeto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.
t Cort" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia dei 2l de junio de 2002, párrafo 146.
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NATURAI,EZA PRoCtrSAL DEL RfCT]RSo DI AGRAvIo CONSTITT]CIoNAL

14. Cua¡do se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso dc agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el Tdbunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalifica¡" el recurso de agravio constitl¡cional.

15. De confonnidad con los afiículos 18 y 20 del Código Proccsal Constitucional, cl
Tribunal Constitucional no "concede" el ¡ecurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Pode¡ Judicial. Al Tribunal lo que le colresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el lbndo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contraaio de "conocer" lo qüe la parte alega
cumo un agravio que le causa indelén<ion.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" cstablece como supuestos para su
aplicación i6rmulas imprecisas y amplias cuyo coDtenido, e¡ el mejor de los casos,
rcquiere ser aclarado, justiñcado y concretado en supuestos específicosJ a saber,
idcntiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
convieúe el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el derecho l'undamental de defensa, en su manifcstación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello da¡ía lugar a dccisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolve¡á el T bunal Constitucional antcs de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, n ¿rtatis mutanclis, el precedente vinculante contenido cn la Seflrcncia
00987-2014-PA/1 C repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PllC/TC). Del mismo modo, constituye una reañrmación de la naturalcza
procesal de los procesos constitucionales de la libeItad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del de¡echo constitucional liquido y
ciefto, etc.).
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18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de Ia libertad sean de
iura naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinados no constituye un
motivo para que se pueda desvifuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

rwl

13. El modelo de "instancia de 1¡llo" plasmado en la ConstitucióD no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposicioncs. Dicho Tribulal es su intérpaete supremo, pero no su reformado¡, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Conslitución.
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19. Por tanlo, si se tiene en cucnta que la justicia en sede constitucional rep¡esenta la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos lundamentales dc los
agraviados, voto a lávor de que en el prcsente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escucha¡ a las personas afectadas en sus
dercchos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo 1e queda el camino de la jurisdicción intemacional de p¡otección de derechos
hun'ranos.

20. Como afi¡¡¡ó Raúl Ferrero Rebagliati, "la del¿nsa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una dcfensa tolal de la Constitució¡, pues si toda garantía constjtucional
entraña el acceso a la prcstación jurisdiccio¡al, cada cual al defender su derecho
está del¡ndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprirnida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".

S

l,Wn,ryJ Lo


